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(Registro: Tomo 172: 683/696)


 Salta, 18 de enero de 2013. 



 Y VISTOS: estos autos caratulados “C/C OSORES, MARCOS RAMÓN; CARABAJAL, CINTIA NOEMÍ; TREJO, MAIRA LILIANA; VENTURA, ROBERTO ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.714/ 12), y



_________________________ CONSIDERANDO: 



 1º) Que a fs. 1775/1778, el Sr. Fiscal de la Cámara Cuarta en lo Criminal, Dr. Pablo Mariño, interpone recurso de casación contra la sentencia de ese tribunal, de fs. 1714/1716 vta., cuyos fundamentos obran a fs. 1724/1762, que condena al Sr. Marcos Ramón Osores a la pena de seis años y un mes de prisión por los delitos de robo calificado en poblado y en banda (dos hechos) y robo calificado por el uso de arma, todo en concurso real; a la Sra. Cintia Noemí Carabajal a la pena de seis años y ocho meses de prisión por los delitos de estafa (tres hechos), robo simple, robo calificado por el uso de arma, robo simple y robo calificado en poblado y en banda (dos hechos), todo en concurso real; a la Sra. Maira Liliana Trejo a la pena de seis años y tres meses de prisión por los delitos de robo calificado por el uso de arma (tres hechos) y robo simple, todo en concurso real; al Sr. Rodolfo Alejandro Ventura a la pena de cinco años y diez meses de prisión por los delitos de robo calificado en poblado y en banda y robo calificado por el uso de arma, todo en concurso real. 



 2º) Que el recurrente sustenta sus motivos en los supuestos previstos en el art. 466 incs. 2º y 3º del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias) y expresa que en el momento de la discusión final solicitó se le imponga al Sr. Osores la pena de cinco años y cuatro meses, a la Sra. Carabajal la de seis años y dos meses, a la Sra. Trejo la de cinco años y cuatro meses, y al Sr. Ventura la de cinco años; por lo que, traducida la diferencia en meses, indica que en el caso de la imputada Trejo la Cámara en lo Criminal aumentó la pena solicitada por el Ministerio Público Fiscal en once meses, respecto de la encausada Carabajal, de seis meses, en el caso de Ventura diez meses y en el de Osores, nueve meses; resolución “plus petita” que habilita la vía casatoria en razón de la seria vulneración de garantías y principios de jerarquía constitucional. 



 Formula consideraciones acerca del caso “Casal” de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sobre el sistema acusatorio y los arts. 40 y 41 del C.P. Estima que la violación del modelo de enjuiciamiento referido, como del derecho de defensa y contradicción aparece clara, toda vez que las defensas de los imputados tuvieron la oportunidad de expedirse al momento de la discusión final respecto de la pena solicitada por su parte, mas efectivamente no tuvieron chance de refutar, rebatir o resistir de ninguna manera la pena finalmente impuesta por el tribunal “a quo”, afectándose de tal modo también su derecho a ser oídos en la oportunidad procesal previa a la decisión jurisdiccional (art. 398 del C.P.P., texto según Ley 6345 y modificatorias). 



 Afirma que la garantía de imparcialidad de los tribunales los obliga a mantenerse inactivos a la espera de decidir los requerimientos concretos del órgano estatal encargado de formular la acusación, manda constitucional también irrespetada por los sentenciantes, quienes abandonando dicha postura pusieron a los imputados en una situación más gravosa que la solicitada por la parte acusadora, lo que también se traduce en un gravamen a la prohibición de la “reformatio in peius”. Señala que la única herramienta válida a la que podría haber recurrido la Cámara en lo Criminal era la declaración de inadmisibilidad del alegato final por falta de fundamentación y que, sin embargo, no sólo no ensayó una argumentación en tal sentido sino que tampoco refirió una mínima fundamentación de su apartamiento del monto de pena solicitado por su parte que permita comprender porqué aumentó la pretensión punitiva de la parte acusadora ya que, resultando la pretensión sancionatoria parte integrante de la acusación, en modo alguno el poder jurisdiccional puede determinar o incidir en el contenido de dicho acto.




 Arguye que en el art. 488 inc. e) del nuevo Código Procesal Penal (Ley 7690) –aún no vigente- se sanciona con nulidad a la sentencia condenatoria cuando se aplicare una pena mayor a la solicitada por el fiscal o la querella salvo que se hubiera producido un cambio de calificación previa advertencia por parte del tribunal conforme lo establece el art. 478 de la mencionada norma. Reseña normativa análoga de otras provincias. 



 Alega que, en una interpretación del principio de congruencia acorde al derecho de defensa y al principio de contradicción, implica que la sentencia sólo puede referirse a aquellas cuestiones que han sido introducidas en el juicio a través de las partes y respecto de las que éstas hayan tenido ocasión de controvertir._ 


 Solicita la modificación de la sentencia respecto del “quantum” de la condena impuesta a los imputados Trejo, Osores, Carabajal y Ventura, y que se les aplique una sanción conforme a lo que oportunamente se solicitase por el Ministerio Público Fiscal. 




 3º) Que a fs. 1880/1895 vta. hace lo propio el Sr. Defensor Oficial Penal Nº 13, Dr. Jorge Eduardo Bonetto, en ejercicio de la asistencia oficial de la Sra. Cintia Noemí Carabajal, y contra la misma sentencia. 



 La defensa oficial también sustenta sus motivos en los tres supuestos del art. 466 del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias). 



 Sostiene que en la causa nº 1241/10 no se encuentra probada la intervención en el hecho de su defendida, por lo que solicita la aplicación del beneficio de la duda; que se le atribuye la agravante de banda, cuando se le adjudica una participación secundaria en el hecho, no pudiendo ser entendida tal participación como propia de un delito cometido en banda; y que el fallo no prueba la participación de uno de los integrantes de la banda dado que su supuesta tercer integrante fue sobreseída durante la etapa de instrucción; por lo que no corresponde la aplicación de la agravante y, subsidiariamente, peticiona la modificación de la calificación del hecho atribuido por la de participación secundaria de robo simple. Postula además la inadmisibilidad del alegato fiscal en cuanto al cambio de calificación peticionado por éste, cuando no ejerció ni había motivo para que lo hiciera, ninguna de las posibilidades que prevé el art. 386 del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias). 



 Afirma que en la causa nº 1747/12 se vulneró la garantía constitucional de “non bis in idem” por cuanto en la instrucción de la causa se dictó auto de sobreseimiento a favor de su defendida por el mismo hecho, al que en ese momento se le otorgó la calificación de robo calificado por el uso de arma, tratándose del mismo hecho calificado en la sentencia como estafa, y siendo así considerado en el voto en minoría de la vocal Dra. Mirta Gladis Yobe. 




 Expresa su disconformidad con el monto de la pena impuesta por el fallo a su defendida por cuanto supera al solicitado por el Sr. Fiscal de Cámara en su alegato, decisión “ultra petita” que, a su modo de ver, vulnera los arts. 18 y 75 inc. 22 de la C.N. Cita doctrina y jurisprudencia en abono de su pretensión. 



 Acerca de la causa nº 1785/12, asevera que se ha vulnerado el principio de congruencia atento a que se emite condena por el delito de robo en poblado y en banda cuando en la audiencia de debate estuvieron presentes dos acusados, por lo que el tribunal “a quo” no puede tener por establecida en grado de certeza la intervención de la tercera persona presuntamente integrante de la banda para endilgar la calificación por dicha circunstancia. 



 Solicita se dicte la absolución en la causa nº 1241/10 por ser nula la sentencia ante la inadmisibilidad formal del alegato fiscal que modifica la calificación legal del hecho; subsidiariamente, que se dicte la absolución por el beneficio de la duda; también subsidiariamente, solicita el cambio de calificación de la condena impuesta como partícipe secundario de robo en poblado y en banda por la de partícipe secundario de robo. Además, que se dicte la absolución en causa nº 1747/12 por aplicación del “non bis in idem”, declarando la nulidad del proceso instruido luego del dictado del sobreseimiento por parte del juez de instrucción por el mismo hecho; en la causa nº 1785/12 se modifique la calificación legal del hecho por la de robo en reemplazo de la impuesta de robo en poblado y en banda; de acuerdo a las peticiones efectuadas en las tres causas, solicita que se modifique la pena impuesta por los tres hechos, individualizándosela en cinco años de prisión; subsidiariamente, solicita que se imponga la pena solicitada por el Ministerio Público Fiscal consistente en seis años y dos meses de prisión. 
 

 A fs. 1936, la Sra. Defensora Oficial Nº 12 (en feria) Dra. Marcela Robles se remite a lo expresado a fs. 1880/1895. 



 A fs. 1938, la Sra. Defensora Oficial de la Cámara Cuarta en lo Criminal (en feria), Dra. Nora Gómez de Marquiegui, solicita se haga lugar al recurso de fs. 1775/1778. 



 4º) Que en su dictamen de fs. 1941/1943, el Sr. Fiscal ante la Corte Nº 2 sostiene que, respecto del recurso formulado por el Sr. Fiscal de Cámara se sustenta en merituaciones atendibles y suficientes, por lo que lo sostiene observando el principio de unidad de actuación del Ministerio Público Fiscal; respecto del recurso de la asistencia oficial de la Sra. Cintia Noemí Carabajal, en cuanto a la dosificación de las penas impuestas, se remite a lo expresado sobre el recurso del fiscal; en lo demás, solicita el rechazo del recurso de casación, por las razones que allí expuso. 



 5º) Que otorgada la correspondiente intervención a todos los interesados, en tanto el recurso fue oportunamente concedido (v. fs. 1899/1901 vta.), previo a expedirse sobre los motivos invocados por el recurrente, incumbe a esta Corte en la presente instancia efectuar un nuevo control de los recaudos de orden formal a los que la ley subordina su admisibilidad formal (art. 36 de la Ley 7716). 



 A ese respecto, se observa que los recursos han sido presentados en término y por parte legitimada (v. fs. 1771 y vta., 1778 y 1895 vta.); además, la resolución impugnada resulta objetivamente impugnable y los motivos expuestos encuentran adecuación legal (arts. 466 incs. 1º, 2º y 3º, 467, 469 inc. 1º del C.P.P., texto según Ley 6345 y modificatorias). Razón por la cual, cabe ingresar al examen de las cuestiones planteadas en los recursos. 



 6º) Que al analizar los agravios formulados por el Ministerio Público Fiscal, cabe recordar que esta Corte tiene dicho, en sus precedentes de Tomo 142:99; 145:413; 155:63; 163:309, 419; 170:435, que la potestad del órgano jurisdiccional al ejercer las atribuciones de los arts. 40 y 41 del C.P. no se encuentra limitada por el concreto pedido de pena efectuado por el Ministerio Público Fiscal. 



 7º) Que ello constituye un corolario de la garantía penal de judicialidad consagrada en el art. 18 de la C.N., los arts. 14.1 y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 8.1 y 9º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; pilar fundamental de nuestro derecho penal según el cual la pena debe encontrarse previamente establecida en la ley y sólo puede ser impuesta por el juez competente (esta Corte, Tomo 149:337; 167:451, 921; 169:137). 



 A lo que cabe agregar que, conforme constante doctrina del Supremo Tribunal de la Nación (Fallos, 189:34; 308:1557, entre muchos otros), la existencia de una acusación concreta y oportunamente intimada -base del juicio penal- cumple las exigencias del debido proceso y salvaguarda absolutamente el derecho de defensa, en un todo de acuerdo a la garantía de legalidad y de judicialidad (esta Corte, Tomo 149:337). 



 8º) Que además, al determinar las pautas para la individualización judicial de la pena, con meridiana claridad y en armonía con las cláusulas supralegales la ley de fondo precisa que "los tribunales fijarán la condenación" (art. 40 y 41 del C.P.); a lo que cabe agregar que, conforme constante doctrina de la Corte Federal (Fallos, 189:34; 308:1557, entre muchos otros), la existencia de una acusación concreta y oportunamente intimada –base del juicio penal- cumple las exigencias del debido proceso y salvaguarda absolutamente el derecho de defensa, en un todo de acuerdo a las garantías de legalidad y de judicialidad (esta Corte, Tomo 167:451). 



 Asimismo, en el precedente “Amodio” del 12/06/2007 (Fallos, 330:2658) de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, se encontró penalmente responsable al acusado del delito de lesiones culposas de “gravísima magnitud” y, habiendo solicitado en su alegato el fiscal la pena de dos años de prisión de ejecución en suspenso y cuatro años de inhabilitación especial para ejercer la profesión de médico, el juez de primera instancia, apartándose del pedido pero dentro del marco punitivo del art. 94 del C.P., lo condenó a la pena de tres años de prisión en suspenso y de cuatro años de inhabilitación especial para ejercer la profesión de médico. Rechazada la casación interpuesta por la defensa contra el fallo y denegado el remedio federal, el más Alto Tribunal Federal por mayoría desestimó la queja impetrada en tanto el recurso extraordinario que la originara era inadmisible. 



 Ello implica, entonces, que de conformidad con la reciente doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación citada, la imposición de una pena mayor a la solicitada por el Ministerio Público Fiscal no constituye agravio constitucional y, por ende, no viola las exigencias de esa índole sobre las formas sustanciales del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales (Fallos, 125:10; 127:36; 189:34; 308:1557, entre muchos otros). 



 9º) Que es dable resaltar que a partir de ese precedente tal postura ha sido puesta de manifiesto por distintos tribunales del país; así por ejemplo, por la Cámara Nacional de Casación Penal, Sala III en “López Márquez, Irma Amanda”, fallo del 13/08/2008, y en “Farías, Claudio Marcelo”, fallo del 13/08/2008. 



 Por lo tanto, cabe confirmar las condenas impuestas por la Cámara de juicio a los imputados Maira Liliana Trejo, Cintia Noemí Carabajal, Marcos Ramón Osores y Rodolfo Alejandro Ventura, dispuestas en los puntos I, III, IV, VI y VIII del resolutorio de fs. 1714 vta./1716 vta. 



 10) Que el recurso de la defensa oficial básicamente se acota a la imposición de condena por los hechos imputados en las causas nº 1241/10, 1785/12 y 1747/12 a Cintia Noemí Carabajal. A este respecto, la sentencia condenatoria se cimenta en una motivación regular, elaborada en consideración a las pruebas introducidas al proceso legalmente, que cumple con el presupuesto legal de fundamentación, al corresponderse con el plexo probatorio y la valoración que de las pruebas se efectúa, dándose las explicaciones necesarias por las cuales arriba a la decisión cuestionada, en una valoración de las constancias de la causa que observa las pautas de razonabilidad, observando las exigencias a los fines de ser considerada como un acto judicial debidamente motivado. 



 En la causa nº 1241/10, se cuenta con elementos de acreditación suficientes de la participación secundaria de la imputada, tales como las declaraciones incriminantes del denunciante, Sr. Héctor Rubén Cabrera, quien a través de todas sus declaraciones –reproducidas a fs. 1730 vta./1731- ratificó la participación de tres personas –dos hombres y una mujer- en el robo; así como los informes y testificaciones del personal policial actuante, Of. Mario Alberto Tolaba, y las diligencias de careo, todo lo cual se haya reproducido debidamente y valorado a fs. 1730 vta./1732. 



 En la causa nº 1785/12 se ponderaron las declaraciones incriminantes de la denunciante, Sra. Marta Estela Corimayo, al igual que las declaraciones testimoniales de los Sres. Miriam del Huerto Rodríguez Ramos, Zaida Elizabeth Martínez, la Agte. Rivas y la Agte. Eugenia Gabriela López; además de lo declarado por las coimputadas María Gabriela Cuenca y Pamela Alejandra Aybar, reconociendo ésta la plena participación de todas en la comisión del robo; por lo que los hechos probados traducen una aplicación correcta de la figura prevista en el art. 167 inc. 2º del C.P. Todas estas declaraciones se hallan minuciosamente reproducidas a fs. 1754 vta./1757 vta. 



 En la causa nº 1747/12, el juzgado de instrucción dictó auto de sobreseimiento por el delito de robo con arma en grado de tentativa en el punto I del fallo en tanto dictó el procesamiento por coacción y estafa en concurso real, lo que no fue compartido por el Ministerio Público Fiscal, lo que motivó una nueva resolución que resolvió el sobreseimiento por el delito de robo con arma en grado de tentativa y el archivo en relación al delito de coacción; en tanto, en el punto III dispuso el procesamiento por el delito de estafa -en perjuicio del Sr. Aldo Ceferino Ramos- por el cual fue en definitiva requerida a juicio, encuadramiento que no fue objeto de oposición o cuestionamiento alguno por parte de la defensa en ninguna etapa del proceso –como lo expresa el voto de la mayoría a fs. 1751 vta./1753-, además de no tener relación alguna con la imputación del ilícito por el cual fue sobreseída la imputada; no asoma entonces afectación alguna al principio “non bis in idem”. 



 En ese contexto, la evaluación de los elementos antes indicados permite afirmar que el tribunal “a quo” ha observado el método de la sana crítica racional para reconstruir los sucesos históricos que se atribuyen a la acusada, y que el fallo se ha basado en los elementos probatorios objetivos que desfilaron ante sus ojos, reseñados en los fundamentos debidamente expuestos a fs. 1724/1762 y que, reflejados en su conciencia, resultaron aptos para originar el estado de certeza que funda la sentencia y, por ende, excluida la arbitrariedad invocada por los recurrentes. 


 Al respecto, la Cámara realizó un profundo y concienzudo análisis de las pruebas reunidas en la causa, no existiendo razones que habiliten calificaciones distintas respecto de lo sucedido en las diversas causas llevadas a juicio, y que en consecuencia motiven una imposición de una pena diferente. Ergo, cabe confirmar los puntos III y IV (fs. 1715) del pronunciamiento del “a quo” respecto de la imputada Cintia Noemí Carabajal. 



 11) Que en lo concerniente al agravio por una imposición de pena superior a la peticionada por el fiscal, cabe remitirse a lo considerado más arriba. 



 12) Que por todo lo expuesto, al estar cumplida la revisión integral de la sentencia que se confirma, la que es ajustada a derecho toda vez que ha subsumido los hechos probados en las figuras penales correspondientes sin rebasar los dictados de la sana crítica y ha satisfecho las exigencias de toda decisión jurisdiccional producida dentro del marco de legalidad y razonabilidad de sus fundamentos al contar con una debida motivación, cabe desestimar los recursos de casación deducidos por la fiscalía y la defensa oficial, y confirmar las condenas impuestas. 



 Por ello, 


__________________ LA CORTE DE JUSTICIA EN FERIA, 


____________________________ RESUELVE: 



 I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 1775/1778 y 1880/1895 vta. 



 II. MANDAR que se registre, notifique y, oportunamente, bajen los autos. 


(Fdo.: Dres. Guillermo A. Catalano, Abel Cornejo, Sergio Fabián Vittar -Jueces de Corte en Feria-. Ante mi: Dr. Gerardo Sosa –Secretario de Corte de Actuación-).

